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SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos comienzo a otra sesión de la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda para considerar los proyectos de ley enviados por el Poder Ejecutivo relativos al 
Estatuto del Funcionario Público y otros vínculos laborales en el Estado. 


Damos nuestra cordial bienvenida a nuestro invitado de hoy, el economista Conrado 
Ramos, a quien dejamos a la espera de su participación, pidiéndole las disculpas del 
caso ya que en aquel momento una Asamblea General que estaba fijada para la hora 15 
nos impidió recibirlo disponiendo del tiempo necesario para escuchar toda su exposición. 


SEÑOR RAMOS.- Es un honor estar en esta Comisión; agradezco enormemente la 
invitación. 
Trataré de no ser muy extenso; solo tocaré dos o tres puntos que me parecen 


fundamentales y que son los que me preocupan enormemente. Luego, daré lugar a 
preguntas. 


Uno de los puntos refiere al alcance del estatuto y a la definición de funcionario 
público, pero el punto más relevante -desde el punto de vista de lo que quiero aportar- es 
cómo se estructura un servicio civil moderno. 


Celebro que haya una propuesta de nuevo Estatuto del Funcionario. En el tiempo 
que trabajé con el señor Presidente, creo haber sido uno de los culpables de haber 
insistido en que había que contar con un nuevo Estatuto de Funcionario Público y tener 
en cuenta las ocupaciones. 


Quiero decir que de la lectura del Estatuto me surgen, en primer lugar, muchas 
dudas y, en segundo término, la preocupación de que no se esté aprovechando la 
oportunidad de estructurar al servicio civil en una concepción moderna como trataré de 
mostrar que en algunos otros países han venido avanzando profundamente. Es decir, 
seguir definiendo a los escalafones por el tipo de estudio que he hecho y no por la tarea 
que se desempeña en el Estado. Esa es la objeción principal que tengo con el Estatuto, 
más allá de otras que son menores como, por ejemplo, el tema de la administración 
superior y las garantías de una evaluación justa. Esto último, es subsanable rápidamente. 
También sería subsanable si se blindan algunos artículos y se amplía la categoría de 
funcionario público, que es legalmente posible. 


El aspecto estructural que quisiera plantearles no es subsanable en un corto plazo; 
amerita sí la formación de una comisión de expertos. Es una política de estado, por tanto, 
debería tener amplios consensos legislativos; me refiero al pasaje a un nuevo Estatuto de 
Funcionario Público, incluso, pedir asesoramiento del exterior porque es un tema 
complejo. Los países industrializados lo vienen trabajando con Comisiones permanentes 
que estudian la categorización de los puestos de trabajo dentro del servicio civil y es una 
tarea muy compleja. Podríamos avanzar en este terreno en un trabajo que puede llevar 
unos seis o siete meses y así identificar grupos y familias ocupacionales sobre las que 
estructurar el servicio civil y, de esa manera, el Estatuto del Funcionario Público no solo 
sea una herramienta garantista y legal desde el punto de vista del estado de derecho 
sino, además, muy buen instrumento de gestión de los recursos humanos. 


He insistido en que la reforma del Estado se debe entender como un aspecto 
integral y no por partes separadas. La reforma del servicio civil es parte estructural de la 
modernización de la gestión pública. El servicio civil -como los recursos humanos del 
Estado- debe tener una gestión moderna, de cara al futuro y servir como instrumento de 
planificación de recursos humanos 
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Por eso, los servicios civiles se están estructurando en familias y grupos 
ocupacionales, porque ello facilita enormemente. 


He traído algunas páginas web, por ejemplo, de Estados Unidos, Australia, Canadá. 
Bélgica está en un proceso similar; encontré documentos pero no la clasificación de 
puestos de trabajo. Asimismo, Brasil está avanzando hacia la clasificación de puestos de 
trabajo en familias ocupacionales transversales a toda la Administración Central, de 
manera que los funcionarios públicos tengan amplias oportunidades para tener un 
importante desarrollo de carrera. 


El último aspecto tiene que ver con cómo se correlaciona con un sistema salarial, a 
partir de la identificación de familias ocupacionales, grupos ocupacionales y puestos 
específicos. Esta no es una tarea fácil porque hay que recalcular el valor público que las 
ocupaciones generan a la sociedad. Si vamos a transitar hacia un régimen salarial más 
eficiente, también hay experiencias internacionales en las que se podría abrevar a fin de 
saber cómo se podría corresponder la identificación de familias y grupos ocupacionales 
con sistemas salariales que no fragmenten excesivamente al servicio civil y que 
fortalezcan la negociación colectiva. 


El primer modelo que me gustaría mostrar tiene que ver con cómo estructura 
Australia su servicio civil. La identificación en familias ocupacionales, grupos 
ocupacionales, definición de rol y puestos específicos que están haciendo muchos países 
está sacada de las modificaciones que está haciendo la OIT sobre la definición de 
familias de ocupaciones únicas. La OIT está trabajando desde los años cincuenta en la 
definición de grupos ocupacionales en el sector privado. Muchos países han avanzado en 
una identificación única para el sector privado y el sector público, haciendo una 
especificación dentro de muchos roles y puestos de trabajo del sector público que no son 
replicables en el sector privado. No obstante, parten de una definición y de una 
categorización única para el sector público y privado. Yo no estoy recomendando esto 
para Uruguay; simplemente, estoy planteando cuál es el contexto en que esto se 
desarrolló. 


Estuve tratando de ver cuál es la clasificación que el Instituto Nacional de 
Estadística hace en cuanto a los puestos de trabajo y encontré que no está actualizada 
desde hace muchísimos años. Habría que ponerse a trabajar en la actualización de los 
puestos de trabajo en el sector privado. El hecho de tener estandarizaciones únicas de 
puestos y familias ocupacionales permite a un ciudadano, residente o no -depende de las 
normativas de cada país-, del sector público ofrecerse al sector privado, alguien del 
sector privado ofrecerse al sector público o alguien no nacional ofrecerse para un empleo 
público porque presenta las características requeridas. Estamos muy lejos de esto. No 
obstante, construir un moderno Estatuto de Funcionario Público basado en una 
estructuración de puestos y familias ocupacionales modernas, nos permite pensar el 
futuro. En ese sentido, hay que legislar para los cuarenta o cincuenta años que se vienen 
y no para atrás pensando en cómo meter a todo el mundo en algún lugar, sino en cómo 
generar categorías y cómo puede entrar todo el mundo hacia delante. 


El sistema australiano -que se ve en la presentación- habla de familias de puestos 
de trabajo, que se agrupan porque desarrollan tareas similares. Son cargos y puestos de 
trabajo que desarrollan tareas similares y se agrupan en grandes conglomerados 
llamados familias ocupacionales. A su vez, dentro de las familias ocupacionales pude 
haber distintos grupos ocupacionales. Asimismo, cuando se afina, se hace una 
descripción del rol específico dentro de un grupo ocupacional y, luego, se pone el título al 
puesto de trabajo. Así suelen trabajar en la clasificación los servicios civiles a nivel 
internacional. 
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Por ejemplo, Australia distingue familias de trabajo en las actividades de políticas 
estratégicas, investigación, proyecto y programación. Otras pueden ser "trades and 
labourers", que refiere a las de oficios y tares sin calificación específica. Por ejemplo, 
agrupan en una misma familia ocupacional todas las tareas vinculadas con contabilidad y 
finanzas. Dentro de administración, todas las tareas administrativas. Uno de los 
escalafones y subescalafón que plantea el nuevo Estatuto tiene que ver con 
administración. En comunicación y marketing se busca asegurar que se cumplan las 
reglas, otras más técnicas e ingenieriles, otras de información y tecnologías de la 
comunicación. Cada vez aparecen más grupos ocupacionales referidos a eso. También 
están todos los aspectos legales en inteligencia, información y gestión del conocimiento. 
Asimismo, aparecen todas las actividades que tienen que ver con monitoreo, auditorias y 
estudios. 


A medida que voy avanzando en la descripción de los grandes grupos de familias, 
dentro de los cuales hay grupos ocupacionales, se puede notar la diferencia con la 
clasificación tradicional que propone el nuevo Estatuto en la que aparece profesional 
universitario, técnico profesional o técnico administrativo. Esas son cosas distintas, ya 
que se trata de los niveles de calificación que un puesto de trabajo necesita para ocupar 
determinado rol. No se trata de una agrupación que permita gestionar los recursos 
humanos y hacer carreras dentro de una familia ocupacional. Es muy importante señalar 
esto ya que se trata de una concepción moderna en la que se combina la carrera 
administrativa -consagrada en la Constitución y el Derecho- con una visión más flexible y 
moderna de los recursos humanos. 


Dentro de finanzas y contabilidad se puede entender lo que es contabilidad 
profesional, el grupo de funciones que tienen que ver con finanzas. Aquí aparecen 
distintos roles específicos, dentro de un grupo ocupacional que, a su vez, dependen de 
una gran familia ocupacional. 


Otra familia ocupacional es administración. Tuve oportunidad de ver el repartido que 
hizo Servicio Civil sobre las ocupaciones que le corresponderían a la administración y yo 
me pregunto: ¿por qué esas cuatro? Podrían ser muchísimas más, la tarea de administrar 
es muy compleja y sería difícil agruparla solamente en cuatro categorías. 


En definitiva, debemos estudiar muy seriamente cómo trabajan otros países, y ver 
cómo trabaja la Organización Internacional del Trabajo en la definición de familias y 
grupos ocupacionales. Hay que hacer un análisis muy exhaustivo de las funciones que el 
Estado uruguayo está desarrollando en la Administración Central, en caso de que el 
Estatuto se limitara solo a ella, sino también deberían estar los organismos del 220. 
Habría que identificar las principales funciones que se desarrollan para saber cómo 
agruparlas en grandes familias y ver que éstas, a su vez, derivan en grupos 
ocupacionales. También se debe considerar dónde se hace carrera, si dentro de un grupo 
ocupacional o una familia. Estas definiciones pueden ser más flexibles, y el legislador 
podrá definir mejor las categorías -por ejemplo, en una ley de presupuestos- que nosotros 
llamamos escalafonarias. Serían las grandes familias ocupacionales, pero definidas sobre 
el concepto y la base de lo que hace la persona y no solamente de lo que estudió. Se 
puede ser contador, economista, escribano, y ser auditor. Entonces, esa persona debería 
ser clasificada como auditor y no como contador o escribano. Cuando se especifica el rol 
y si se pide algún conocimiento determinado en materia de contaduría, la definición última 
del cargo podrá tomar eso en cuenta. Pero esa persona hace carrera dentro de la familia 
de los auditores, lo que acá es auditorías e inspecciones. Por ejemplo, el control 
fronterizo estaría dentro de las familias ocupacionales denominadas de regulación y 
cumplimiento de la norma. 


As 


Se podría comenzar a agrupar las distintas ocupaciones bajo estas grandes 
definiciones de familias, pero lo importante es destacar el concepto. He dejado los links 
para que se puedan ver y estudiar las distintas familias en los distintos países. Por 
ejemplo, Ontario tiene dieciocho grandes categorías. Entre ellas están: administrativa y 
servicios de soporte, comunicaciones y marketing, consultoría y planificación, 
correcciones y cumplimiento de normas, donde están todos los oficiales que tienen que 
ver con seguridad, correccional, rehabilitación. Entonces, se podría poner a la gente del 
Ministerio del Interior y de INAU dentro de este grupo familiar, podrían hacer carrera y, 
dependiendo de las Cartas Orgánicas de cada uno, no habría problema en pasar de un 
lugar a otro. Si el legislador lo decide podrían ampliarse muchísmo las perspectivas de 
carrera de un funcionario público y no tener que esperar que muera el de arriba para 
poder ascender en una misma serie muy reducida, inclusive, a un Inciso. Si se siente 
miedo de que se produzca una estampida debido a las grandes diferencias salariales, 
podría establecerse un período de transición. De todos modos, no podría producirse una 
estampida, ya que no hay tantas vacantes como para que salgan corriendo de un 
Ministerio a otro. 


Pero lo fundamental, no solo desde el punto de vista de la importancia que la 
función tiene para el Estado, sino también de de que el funcionario tenga garantías del 
derecho a carrera, extensivo, amplio y prometedor. Inclusive, permitiría un trasiego más 
importante entre el sector público y el privado. Por lo tanto, en muchas de estas 
categorías -no en todas, porque en nuestro país no sucede con correccionales, ya que las 
cárceles no están privatizadas- un ciudadano podría inscribirse tanto en el sector público 
como el privado. Si bien no es forzoso, sería mucho más fácil hacer una comparación 
entre los salarios. El salario público no tiene que estar necesariamente determinado por el 
precio del mercado, pero es bueno comparar cuánto está pagando el sector privado a una 
ocupación definida de forma similar. Entonces, desde el Estado se puede decidir qué 
porcentaje se le va a pagar. En ese caso, hay una referencia y la ciudadanía sabe que el 
valor público que está generando esa persona significa una remuneración determinada. 
Sería mucho más ventajoso para los funcionarios públicos, quienes estarían más 
orgullosos por la tarea que realizan y sabrían que lo que cobran es justo, transparente, y 
está determinado por la sociedad. 


Yo sugeriría no tener atención al cliente, sino a la ciudadanía; son servicios que 
tienen que ver mucho más con la atención a la ciudadanía; educación y entrenamiento, 
finanzas y economía. Uno puede hacer carrera dentro de una familia ocupacional siendo 
contador, auditor, analista financiero, analista de riesgo en toda la parte de deuda y 
análisis de riesgo del Ministerio de Economía y Finanzas. No sucedería lo mismo en el 
caso del Banco Central porque tiene su estatuto autónomo. Al igual que se hace en los 
órganos autónomos, podría sugerirse utilicen categorías de clasificación de los puestos 
de trabajo similares. La idea es tener vocabularios y lenguajes comunes. Inclusive, 
Australia y Nueva Zelanda comparten la misma clasificación de puestos de trabajo, ya 
que existe un trasiego muy grande de personas tanto en el sector privado como en el 
público. Por ejemplo, si uno ingresa al capítulo Contabilidad y Finanzas puede ver que ahí 
se describe qué se entiende por la familia de Contabilidad y Finanzas, los distintos roles 
que puede haber dentro de esa familia ocupacional y, por lo tanto, los distintos grupos de 
ocupaciones que puede haber dentro de una misma familia, y luego aparece la 
descripción del rol específico. Por lo general, viene acompañada también de los requisitos 
para acceder a ese cargo en conocimientos y en habilidades. Ahí es donde vienen a jugar 
lo que son nuestros escalafones tradicionales. Para acceder a un rol específico en un 
grupo ocupacional se me puede exigir ser profesional, técnico universitario, técnico 
profesional, pero ya no diría administrativo. Desde hace mucho tiempo digo que nuestro 
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sistema escalafonario no tiene consistencia lógica; es un sistema aluvional, que se fue 
creando por presiones corporativas. Creo que no hay que repetirlo; lo que se hizo mal en 
el pasado no hay que hacerlo mal hacia delante. ¿Qué tiene que ver la definición de 
administrativo con la de técnico profesional? El técnico profesional realiza tareas para las 
cuales estudió una carrera de no menos tres años. ¿Eso define lo que hago o cuánto 
estudié? Sin embargo, si digo administrativo se supone que define lo que hago: tareas 
administrativas. Por lo tanto, reitero, no tiene consistencia lógica nuestro armado 
escalafonario. 


Sugiero que si vamos a diseñar un nuevo estatuto de funcionario público, que tiene 
que valer por muchas décadas, lo hagamos bien y si vamos a trabajar temas de 
ocupaciones, lo hagamos bien y definamos cuáles son las ocupaciones. Es un trabajo 
complejo, para nada fácil. Se podría estar promulgando el Estatuto del Funcionario 
Público el año que viene; todavía hay tiempo, hay margen fiscal para hacerlo, porque aun 
no entramos en año electoral, pero se debería trabajar profundamente en definir bajo qué 
categorías estructuro al servicio civil en Uruguay, si lo voy a seguir calificando en 
categorías como las de hace ochenta años o lo voy a hacer de una forma moderna. La 
nueva propuesta escalafonaria es el mismo perro con distinto collar. Eso me queda muy 
claro. 


Ignoro las bases científicas sobre las que se dice que el cargo y el nivel del cargo 
van a ser el 70% del salario; el otro 30% va a ser la ocupación. No sé cuáles son las 
ocupaciones y por qué uno es un 30% y el otro un 70%. No hay explicaciones y dudo que 
haya bases científicas para definirlo. Por lo tanto, seguiríamos definiendo el sistema de 
remuneraciones a olfato y no sobre bases bien estudiadas. Yo no digo que en esto haya 
ciencias exactas, pero sí tiene que haber antecedentes, estudios y comparaciones con el 
sector privado uruguayo y con la región, porque tenemos que pensarnos regionalmente 
también y ver cómo podemos hacer atractivo el empleo público en el Uruguay no 
solamente porque nos da inamovilidad sino porque hay oportunidades de carrera y de 
calificación. 


Traté de encontrar las familias ocupacionales en Brasil y no pude hacerlo, pero 
tengo documentos con algunas de las nuevas carreras que se incorporaron, como la de 
planificador y la de gestor público. Esta última es una carrera transversal a todos los 
Ministerios brasileños; no está pensada para uno específico. Entonces, Brasil está 
avanzando para flexibilizar su forma de estructurar al servicio civil, para no seguir 
pensándolo en forma corporativa. Usted puede ser un profesional A, grado 3, pero ¿qué 
hace usted? Se ignora porque es un profesional. No me sirve que sea un profesional, esa 
no es la definición del cargo, me tiene que decir específicamente qué hace. ¿Es un 
profesional que audita o que está especializado en temas correccionales? De esta forma, 
no solamente es posible generar un mayor trasiego entre los funcionarios públicos como 
desarrollo de carrera entre distintos Ministerios -en este caso se incluiría a los 
Organismos del 220, si se ampliara la definición del Estatuto- sino también planificar 
mejor la gestión de los recursos humanos, diseñar sistemas de capacitación para una 
familia ocupacional y saber cuál es el diseño de carrera que tiene una persona dentro de 
esa familia ocupacional. Entonces, el diseño de carrera ya no se restringiría 
específicamente a un Ministerio determinado, sino que se podría hacer carrera dentro de 
una familia ocupacional y el Servicio Civil de la Nación podría mejorar en la capacitación 
de los funcionarios públicos porque, según los flujos de carrera que van atrás de grandes 
grupos ocupacionales, podría haber toda una política de capacitación de ese grupo. 
Entonces, la persona, en lugar de estar esperando y decir: "me sacaste del grado 1 al 16, 
y me dejaste solamente cinco niveles", hace carrera, porque va a puestos de trabajo más 
jugosos dentro de su familia ocupacional que se abren a lo largo y ancho de la 
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Administración Central, en caso de que se restrinjan estas definiciones para la 
Administración Central. Me parece fundamental insistir en esto. 


Asimismo, hay un tema que está relacionado con este, que tiene que ver con la 
Administración superior. Sé que en este punto radica una de las objeciones de mi colega 
Narbondo; lo leí en la versión taquigráfica de su intervención, pero aparte es una 
discusión que hemos venido sosteniendo cuando tratamos en el período anterior de 
diseñar la alta conducción. Nos preguntábamos si tenían que ser cargos o puestos de 
trabajo. ¿Son puestos de trabajo a los que se puede entrar abiertamente o solamente 
están restringidos a los funcionarios públicos? Entonces, inventamos el sistema de los 
tres sobres, porque sabíamos que se ¡iba a necesitar. El actual Director Nacional de 
Industrias, Sebastián Torres, entró a trabajar en un cargo que habíamos creado que era 
el de Director de Planificación Estratégica del Ministerio de Industria, Energía y Minería. Y 
entró externamente, porque él no era funcionario público y fue porque usamos el sistema 
de los tres sobres. Sabíamos que no íbamos a encontrar personas altamente calificadas 
en planificación estratégica dentro del Ministerio, y no quisimos perder tiempo e 
inventamos este sistema de los tres sobres que funciona de la siguiente manera. Se hace 
un llamado a la ciudadanía, se abre primero el sobre perteneciente al Inciso, segundo, el 
de los funcionarios públicos y, por último, el del resto de los postulantes. De esta manera, 
no violamos la carrera administrativa -fue una trampa-, pero permitimos acelerar el 
proceso para que entrara gente joven. De todos modos, no es tan fácil hacer entrar gente 
joven a los escalafones más altos de la carrera administrativa porque los que vienen 
haciendo carrera sienten que la persona joven les va a pedir asesoramiento y va a ganar 
tres veces más que ellos. 


Lo que quiero decir con esto es que la objeción que Narbondo realiza es que, siendo 
puestos de trabajo, y dándole privilegios al funcionario público para que concurse a un 
puesto, ya no a un cargo, de la Administración Superior, este pide licencia a su cargo y 
queda vacante y no se puede concursar. Por lo tanto, se trancaría la carrera de los 
demás funcionarios. 


He buceado un poco hacia dónde están yendo los países industrializados en sus 
definiciones, en su estructuración del servicio civil, y me he dado cuenta de que como lo 
hacen ellos, este problema sería mucho menor, porque las personas que están abajo del 
que concursó y ganó un puesto en la Administración superior tienen una miríada de 
puestos de trabajo a los cuales concursar y no solamente ese que tiene encima de él, 
porque ahí sí se transforma en un problema para el ascenso. Si flexibilizamos las formas 
de ascenso podemos permitir que una persona que se ha capacitado duramente y 
pertenece a una familia ocupacional pueda presentarse, dentro de esa familia 
ocupacional, en otro Ministerio. De esta forma reduciríamos el daño que se causaría si 
alguien pidiera licencia en el cargo para acceder a un puesto de administración superior. 
Estoy tratando de esbozar algunas de las ventajas de una concepción más moderna y 
amplia en la estructuración de un servicio civil. 


Esto lo dejo por acá. Insisto en que en el tema específico de la estructuración de los 
servicios de carrera me parece fundamental que se clasifique a la gente por lo que hace y 
no por lo que estudió o no estudió. El hecho de que el requisito para acceder a un puesto 
dentro de una familia ocupacional y dentro de una definición de rol sea una educación 
determinada es otra cosa. Pero los requisitos que necesito para acceder a un puesto no 
deben ser la base de la estructuración del servicio civil. Estamos haciendo las cosas al 
revés; estamos definiendo la estructura del servicio civil en función de los requisitos, las 
habilidades o conocimientos académicos que se necesitan para acceder a un puesto. De 
esta forma no se pueden gestionar los recursos humanos de la Nación. Pero como lo 
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hacemos de este modo, así estamos: tenemos una gestión de los recursos humanos que 
ha sido históricamente pésima. 


Voy a referirme ahora a la amplitud de la noción de funcionario público. Ayer estuve 
reunido con el doctor Cajarville y ya había escuchado al doctor Delpiazzo en una reunión 
que hizo COFE, así que conozco bien sus argumentos. Como leí la versión taquigráfica 
de la sesión a la que concurrió el doctor Cajarville, quise hablar con él, incluso para 
evacuar algunas dudas con respecto a un planteamiento como el que estoy haciendo, 
que implica transitar hacia familias ocupacionales. 


El hecho de definir escalafones es constitucional -la Constitución hace referencia a 
escalafones y cargos; por lo tanto, es necesario precisarlos- y es materia presupuestal. 
Entonces, se podría trabajar muy bien, desde ahora hasta la próxima Rendición de 
Cuentas, sobre la posibilidad de definir los escalafones y acerca de cómo estructurar el 
servicio civil. Hay tiempo; se puede trabajar en esto. 


Me quedan un par de dudas, más allá de que los doctores Delpiazzo y Cajarville me 
confirmaron que uno puede, con interpretación de la Constitución, decir que habrá 
funciones públicas que no sean permanentes -en este caso son las tres figuras a las que 
refiere el Estatuto-, que pueden ser retiradas de la carrera administrativa y seguir 
considerando que quienes las desempeñan son funcionarios públicos. Me refiero a los 
contratos de función pública a término por un período equis de las reestructuras, lo que 
me parece un disparate, pero ya está creado. No se puede estar legislando sobre el 
pucho para hacer las reestructuras; hay que pensar los estatutos del servicio civil con 
amplitud. Uno podría considerar un cargo de función pública no permanente a equis años, 
pero no únicamente para reestructuras. 


No voy a hablar de la Administración Central, pero en el Gobierno anterior se dio la 
discusión con Ancap porque hay algunos trabajadores de las refinerías y de otras 
actividades que en algún momento son muy importantes y en otros, dejan de ser 
fundamentales. Entonces, ¿por qué no tener una figura por la cual se pueda renovar 
contratos por un límite equis de años y no solo para reestructuras? Si no se tratara solo 
de reestructuras se ampliaría el concepto. 


Por otro lado, creo que es fundamental que los funcionarios de la administración 
superior sean públicos. Si después revisan las páginas web que mencioné, van a 
comprobar que los legisladores y los funcionarios políticos del Ejecutivo son funcionarios 
públicos también, porque tienen responsabilidad por el uso de la autoridad pública. 


Esta es una de las dudas que me quedan con respecto a la doctrina en Uruguay. La 
tradición y la interpretación son constitucionales pero, ¿por qué a alguien se le da la 
categoría de funcionario público? La respuesta que se suele dar es tautológica: porque 
ejerce la función pública. Entonces, mi pregunta es: ¿qué es ejercer la función pública? 
Me responden: trabajar para el Estado. ¿La definición, entonces, depende de dónde 
cobro? ¿La definición de funcionario público es presupuestal? 


Por lo general, tanto el "beamter" prusiano como el "civil servant" británico 
representaban la autoridad estatal, pero si uno se pone estricto en esta materia puede 
decir que no todos la representan. Alguien representa la autoridad estatal para darle 
garantías al administrador y al administrado; ese es el que representa la autoridad estatal. 
Un portero no representa la autoridad estatal. Sin embargo, yo desaconsejaría una visión 
restrictiva del funcionario público, limitada a quien representa la autoridad estatal. De 
hecho, me sumaría a la visión que ya han expresado los expertos en la materia, en el 
sentido de que no se restrinja la noción de funcionario público, de modo de que alcance a 
todo el que ejerza una función pública aunque, desde mi punto de vista, la definición de 
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"desempeñar la función pública" en la doctrina jurídica uruguaya es bastante vaga. Pero 
eso es harina de otro costal. 


Me referiré ahora a las figuras de función pública, entre las que encontramos al que 
está a prueba durante 18 meses. Realmente, me parece un disparate que se establezca 
un período de 18 meses, porque es precarización del empleo. Yo trabajé en el equipo que 
preparó este Estatuto y estuve en contra del planteo de Servicio Civil de pasar de 6 a 18 
meses, porque no había tiempo para evaluar. Si usted no tiene tiempo para evaluar en 6 
meses, tampoco lo tendrá en 18 meses. Entonces, diseñe instrumentos de evaluación, 
haga una reforma del Estado, mejore la gestión pública y va a tener indicadores y formas 
de evaluación. 


En este punto mencionaré un tema vinculado con la evaluación que es el último que 
plantearé con fuerza: es el relativo a la administración superior. Quiero insistir en que 
deben ser funcionarios públicos, pero aclaro que no tengo objeción en cuanto a que sean 
puestos de trabajo. Repito que tienen que ser funcionarios públicos, en primer lugar, 
porque el Servicio Civil es una institución política, creada políticamente para 
compatibilizar dos imperativos diferentes. La idea es que yo pueda decir: "Ministro: esto 
es una macana", y no tenga por qué ser perseguido políticamente. También podría hacer 
"leaking", es decir, filtrar información cuando se trate de actos ilegales de un jerarca, 
porque tengo el derecho a hacerlo. No sé si está en el Estatuto; en otros estatutos existen 
protecciones para quien hace "leaking", a quien filtra información cuando considera que 
sus superiores están cometiendo actos ilegales. COFE no lo reclama, pero yo sí lo 
reclamaría para nuestro funcionario público, que debería tener protecciones especiales 
ante filtración de información, porque eso es parte de uno de los principios fundamentales 
del Servicio Civil, que es tener autonomía profesional. 


Reitero que el Servicio Civil fue inventado para compatibilizar dos imperativos que 
aparentemente son contradictorios: autonomía profesional y subordinación a los objetivos 
del gobierno de turno, siempre que haya sido democráticamente elegido. Estamos ante 
un principio de democracia representativa de John Stuart Mill. Hay que armonizar dos 
imperativos, y esa ecuación siempre es difícil de generar, porque si se autonomiza 
demasiado, se corporativiza, y si es demasiada la subordinación hacia los objetivos 
políticos, se puede estar politizando excesivamente la maquinaria. Por eso se inventó el 
Servicio Civil como institución. 


Entonces, lo más alto del Servicio Civil, es decir, los cargos de administración 
superior no pueden no ser funcionarios públicos, porque deben tener las protecciones de 
quien debe desarrollar su tarea con autonomía y tiene la obligación de hacerlo, aunque 
venga de afuera y sea contratado para la administración superior, con una ética de 
servicio público que resulte leal a los objetivos del gobierno de turno y a sus jerarcas, a 
sus "masters" políticos. Esta es una ecuación muy compleja. Para que esta ecuación 
compleja funcione -eso es típico de la nueva gestión pública-, se está incorporando un 
sistema contractual en la alta administración pública. Los países que han incorporado 
sistemas contractuales para la alta administración pública, han desarrollado excelentes 
sistemas de evaluación. Prueba de ello es Chile, que montó un sistema de alta dirección 
pública que elige el servicio civil, se le ofrece una terna al Presidente y este elige dentro 
de esa terna quiénes serán los jefes de los servicios en Chile. Cuando vino Piñera, el 
70% de los altos directivos fueron removidos de sus cargos sin ser evaluados y eso que 
tenían que desarrollar un programa operativo anual, tenían que tener compromisos de 
gestión que demoraban hasta cinco meses en diseñarse. Entonces ¡ojo si no montamos 
excelentes sistemas de evaluación! ¿Quién va a evaluar a esa Administración superior? 
¿Solamente el jerarca? Si lo evalúa un tribunal, creo que, además del jerarca, debería 
haber un representante de sus pares o de los trabajadores. 
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Creo haber leído en el Estatuto cómo está diseñado ese sistema, pero no vi. que el 
Sistema de Evaluación de la Administración Superior especificara el tipo de evaluación 
que va a tener. Debería tener una evaluación sobre el producto, pero también sobre 
competencias blandas. Es decir, yo, como gerente, como alto administrativo superior, 
puedo refugiarme a través de un indicador y hacerle la vida imposible al Ministro. 
Entonces, tengo que tener las garantías en cuanto a que no me despidan arbitrariamente 
sin ser justamente evaluado, pero también tengo que darle armas al Ministro, para 
poderse deshacer de esas personas que le están consiguiendo los productos, pero de 
una forma que políticamente es compleja para él como Ministro. En este sentido, Nueva 
Zelanda, es muy garantista de los funcionarios. Si el servicio civil no concuerda con el 
Ministro en que ese funcionario lo está perjudicando, para el Ministro no es tan fácil 
echarlo. Por ejemplo, en Nueva Zelanda había una gerenta superior que entregó todos 
sus productos así como los compromisos de gestión, pero organizó una fiesta con sus 
empleados, gastó un montón de dinero, alquilaron un jet y se fueron a festejar por lo bien 
que les había ido en el año. Para el Ministro, políticamente eso fue un desastre. El 
Ministro debe tener la potestad de poder echar a esa persona, aunque haya cumplido con 
todos sus productos. 


No soy un experto en materia legal, pero me gustaría que se dijera que se monta un 
sistema de evaluación donde -y después será ámbito de reglamentación más específica- 
en el espíritu de la norma aparezca que las evaluaciones tienen que ser realizadas tanto 
sobre productos duros como sobre la forma en que se logran los mismos. Esto es muy 
importante: estamos introduciendo la administración superior contractual en el Uruguay. 
Espero que con la tradición de los políticos y su maquinaria política, este no sea un niño 
que nace muerto. Si nuestros jerarcas del Ejecutivo, sean del partido que fueren, no 
confían en que este es un buen instrumento, y creen que ese administrador superior va a 
poder decir: "Yo cumplí con mi compromiso de gestión, hago lo que quiero", van a ser 
destituidos permanentemente. Es decir, si no lo nombré yo, va para afuera, y eso es lo 
peor que nos puede pasar, seguir el ejemplo chileno. Si vamos a montar un sistema de 
administración superior, hagámoslo con las garantías necesarias para que funcione. 
Démosle tranquilidad a nuestros líderes del Ejecutivo de que quien tiene abajo va a 
implementar sus objetivos políticos lealmente, pero, además, démosle garantías a la 
persona, que podrá venir del sector público o del sector privado 


Cuando se dice que en el caso de Pluna, tiene que venir un gerente del exterior, y 
bueno, por qué no. Yo le quiero dar garantías de que no va a ser arbitrariamente 
despedido. Estoy pensando en el Uruguay de aquí a veinte años, pero este estatuto es de 
acá en adelante. 


Entonces, necesitamos sistemas de evaluación y garantías en la Administración 
superior. Tienen que ser funcionarios públicos, no estoy en contra de que sea de forma 
contractual, pero debe haber un sistema de evaluación que refleje el espíritu de la 
institución del servicio civil: autonomía profesional, lealtad y subordinación a los objetivos 
definidos por el Gobierno, que no quiere decir politización. Habíamos empezado a 
trabajar así en la Dirección General Impositiva. No conozco un caso en organismos 
públicos uruguayos que se trabaje con este doble sistema de evaluación. Me refiero a 
evaluaciones de producto y de cómo se logra el mismo, de manera que los jerarcas y los 
demás gerentes puedan evaluar. Yo puedo estar cumpliendo con mi superior político, 
pero a costa de estar matando a otros gerentes, no pasarles información; puedo 
establecer una competencia feroz con mis subordinados, etcétera. Mi Ministro debe tener 
garantías de evaluaciones acertadas y yo, como administrador superior que vine del 
sector público y dejé mi cargo con licencia o vengo del sector privado, tengo que tener las 
garantías respecto a que voy a ser justamente evaluado. 
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Por último, ampliaría la categoría de funcionario público a funciones públicas no 
permanentes -hay unanimidad en la Cátedra sobre esta materia- y, además, estructuraría 
el servicio civil. Recomiendo enfáticamente no aprobar esta estructura escalafonaria así 
como está. No nos apresuremos, no matemos el Estatuto, es necesario tener un Estatuto 
moderno. Este debe tener los máximos consensos parlamentarios porque sería muy triste 
dentro de equis período de años que viniera otro Gobierno y tirara este Estatuto abajo. 
Hablaría muy mal de nosotros como país ya que tenemos el segundo Estatuto más viejo 
de Latinoamérica y sentimos orgullo de eso. Entonces, saquémoslo con amplias 
mayorías, independientemente de los humores políticos y pensemos en estructurar al 
servicio civil de forma moderna. 


No soy experto en la forma en como se estructura el Servicio Civil; yo puedo saber 
de la relación política- administración, pero alcanza con mirar otros países, cómo vienen 
estructurando el servicio civil, alcanza con mirar los informes que recomiendan armar 
familias o grupos ocupacionales y estructurar los servicios civiles siguiendo las pautas de 
la Organización Internacional del Trabajo. Quizá lo que se podría hacer es decir: "Bueno, 
tengo un servicio civil donde hay una Administración Central que tiene familias 
ocupacionales y vale para la Administración Central porque tienen que ver los 
Ministerios". Pero creo que tendríamos problemas -por lo que he conversado con 
Delpiazzo y Cajarville- constitucionales con los Organismos del 220. Creo que si uno los 
pone dentro de una familia ocupacional, puede tener un mismo estatuto, como lo es el 
estatuto legal central, y decir que los Organismos del 220 conforman una familia 
ocupacional específica. INAU va dentro del tema correccionales; no todos los funcionarios 
entran dentro de este grupo, hay algunos que entran en la familia ocupacional 
administración dentro del INAU. Habría que pensar cómo extender la transversalización, 
es decir, si se quiere transversalizar solamente al interior de la Administración central o la 
transversalización abarca a la Administración Central y los organismos del artículo 220. 
Esto lo decide el Parlamento dentro de los márgenes legales. 


Por otra parte, quiero hacer referencia al sistema salarial, que es muy complejo 
establecer. Últimamente, he tenido la oportunidad de trabajar con el Banco Mundial y 
estar en varios países conociendo el asesoramiento que se hace. Por lo tanto, 
recomiendo no romper la columna vertebral salarial homogénea para los que están 
comprendidos dentro del Estatuto del Funcionario Público. Quiere decir que si vamos a 
tener niveles del 1 al 5, desconozco cómo va a tenerlo en cuenta el Poder Ejecutivo, 
porque no está aclarado muy bien en el Estatuto y por ejemplo, dentro del profesional voy 
a tener un piso y un techo desvinculados del técnico profesional o si está vinculado en 
una sola columna vertebral. Para países como los nuestros, con grandes rasgos de 
informalidad en la carrera administrativa y en las remuneraciones, es decir con sistemas 
en los cuales el salario el grado y la ocupación no representa más del 30% o 40% y el 
resto son compensaciones, según el lugar donde se trabaje, el Banco Mundial no 
recomienda romper la homogeneidad de la estructura salarial ni introducir pagos por 
desempeño, aunque sea un 2%; si no hay estructuras de evaluación muy bien montadas 
previamente, ese 2% es desaconsejable; Suecia lo sacó. 


Los informes del BID o del Banco Mundial no tienen por qué ser la palabra santa, 
pero se recogen experiencias de lo que se está haciendo en otros lugares, por ejemplo, 
en Europa del este y en los países bálticos, donde se desaconseja introducir pagos por 
performance en la Administración. La riqueza de remuneraciones puede darse en una 
línea del 1 al 100, que son compresiones salariales. Si se divide el salario más bajo por el 
más alto, la línea no debe ser menor del 1 al 7, porque si no, no hay incentivos al 
ascenso. Esto es lo que se recomienda en materia de gestión humana. Una vez que se 
determina el salario más alto y el más bajo, con los límites fiscales correspondientes -es 
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una tarea titánica, pero hay que hacerla-, se van determinando los grupos ocupacionales 
con pisos y techos dentro de esa línea única. Por ejemplo, auditores e inspectores ¿qué 
lugar van a tener dentro de la línea del 1 al 100? Si se decide que será entre el 25 y el 30, 
entonces, tendrá una equivalencia salarial determinada. 


A su vez, el Banco Mundial recomienda hacer una gran negociación de entrada con 
todos los grupos ocupacionales. Esto implica recalcular el valor de las ocupaciones, que 
es una tarea que hay que realizar junto con los sindicatos y con los sectores privados. 
Las Comisiones en el mundo desarrollado que trabajan sobre la estructura remunerativa 
son muy complejas y están formadas permanentemente, porque están reviendo el valor 
de una ocupación para la sociedad, que varía enormemente. Una vez que en esa línea 
del 1 al 100 se ven pisos y techos de los grupos ocupacionales -luego se verá cuánto 
valdrá el rol específico dentro de ese piso y ese techo- y se define el margen fiscal, 
cuánto se quiere gastar, cuánto se puede gastar y cómo se va a hacer la transición hacia 
eso, las negociaciones colectivas solamente tocan el mínimo y el máximo y las demás 
familias ocupacionales se corren automáticamente. Si hay alguna familia ocupacional 
como, por ejemplo, gestión del conocimiento, que últimamente ha ganado un gran 
protagonismo, hay que negociar para modificar esa familia de ocupaciones. Es 
desaconsejable estar tocando pisos y techos de las familias de ocupaciones, porque 
podemos caer en lo que hoy en día es la negociación colectiva, que es una gran mentira. 
Todos los que hemos trabajado, tanto del lado del Gobierno como de los sindicatos por 
ejemplo en la negociación colectiva del grupo A, sabemos que DGI negocia por su lado, 
el Registro Civil lo hace por el suyo, los inspectores de Ganadería por el suyo y los 
inspectores de condiciones de trabajo negocian exclusividad y salarios por separado. Los 
salarios en Uruguay se negocian según el peso corporativo que se tenga para negociar y 
el apoyo del Ministro de turno. Esto no puede seguir pasando. Es más fácil ir a una línea 
única, hacer una negociación muy compleja de entrada, recalcuar el valor público y 
justificarlo ente la ciudadanía, que no sabe cuánto se le paga a un funcionario por cuál 
tarea. A esto se debe en parte el gran desprestigio del funcionario público. Sería bueno 
transparentar esto en el sentido de decir: "En el sector privado esto se paga tanto y en el 
sector público lo vamos a querer pagar tanto, porque es una decisión política y 
negociada". Y se negocia un grupo ocupacional. Luego, cuando vienen las negociaciones 
colectivas se toca el piso y el techo absolutos y los demás se corren automáticamente. 
Entonces, desaparecen las negociaciones bajo cuerda, pero tiene que haber voluntad 
política para eso. Esto es lo que recomiendan los expertos internacionales en materia 
salarial. 


Por eso digo que no me fiaría de pagar 70% al cargo y 30% a la ocupación, porque 
¿cuál es la ocupación? ¿Dónde está definida? ¿Por qué un 30%? ¿Qué es eso del 70% 
al cargo? ¿Qué significa un 70% al cargo? ¿Voy a ser escribano nivel 3 y contador nivel 3 
y vamos a ganar 70% igual y, según la ocupación que realicemos, será el otro 30%? 
¿Dónde está la base científica para calcular eso? ¿Se ha negociado eso para que tenga 
legitimidad? ¿La ciudadanía entiende por qué el funcionario va a pasar a cobrar 
determinada cantidad? ¿Están hechos los cálculos en materia de margen fiscal para 
esto? Escuché que ya están hechos los cálculos y que se necesita un tercio; los ignoro. 
Pero recomiendo que esta no es la forma de trabajar, sino que se debe calcular cuánto 
vale una ocupación, discutirlo, poner pisos y techos según las familias de ocupaciones y 
tener una única línea con compresiones salariales que se van moviendo automáticamente 
según se muevan el piso y el techo. De esta manera, desaparecen las negociaciones por 
el costado. 


Agradezco mucho la invitación. 
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Quizá, parece que tengo mucha convicción cuando expreso las ideas, pero son 
muchas las dudas. Es una materia muy compleja en la que se viene avanzando 
enormemente. 


Por otra parte, ruego encarecidamente que se tenga en cuenta la experiencia 
internacional y se arme un equipo de trabajo con asesoramiento externo para poder 
analizar qué se está haciendo en otros países en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del economista Conrado 
Ramos. 


Como es costumbre, le vamos a hacer llegar la versión taquigráfica de la sesión del 
día de hoy. 


(Se retira de Sala el economista Conrado Ramos) 


SEÑOR SÁNCHEZ.- La bancada del Frente Amplio quisiera convocar al doctor 
Korzeniak para que brinde a la Comisión su opinión acerca del estatuto. En este 
momento, él se encuentra viviendo en Rocha y comunicó a nuestra bancada que se 
encontraba impedido de venir. De todos modos, él se ofreció a enviarnos rápidamente un 
informe escrito para darnos su opinión con respecto a la constitucionalidad del proyecto 
sobre el estatuto del funcionario. 


Si se entiende pertinente, plantemos que la Comisión solicite esa información al 
doctor Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le enviaremos las versiones taquigráficas de las sesiones 
de la Comisión para que pueda brindarnos un informe escrito. 


SEÑOR IBARRA.- Debemos ser cuidadosos con el material que se le envíe al 
doctor Korzeniak. Para mí su opinión es sumamente importante, pero quiero tener las 
garantías de que contará con toda la documentación, no únicamente las versiones 
taquigráficas. Debemos hacerle llegar los distintos planteamientos que se han realizado 
en la Comisión por parte de COFE, PIT- CNT, Poder Ejecutivo, etcétera. Quiero tener 
plenas garantías de que el catedrático José Korzeniak contará con todos los elementos 
necesarios para realizar el informe. Lo ideal sería que viniera, pero como no es posible, 
solicito esa garantía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le enviaremos el material con el que cuenta la Comisión: 
las versiones taquigráficas, el proyecto del Poder Ejecutivo y el comparativo de COFE. 
Ese es todo el material con el que cuenta la Comisión. Vamos a cumplir estrictamente 
con lo que ya habíamos dicho y que ahora acota el señor Diputado Ibarra. 

(Apoyados) 

——Mañana a la hora 10 tenemos sesión. Luego, resolveremos cómo continuamos 
con nuestro trabajo. 


Se levanta la reunión. 


